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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 440/2020/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: ********* *********
AUTORIDAD DEMANDADA:

TESORERO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a quince de octubre de dos mil veinte.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 440/2020/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el diecisiete de julio de dos mil veinte, compareció el C. *********, en representación legal de la persona moral denominada *********, para demandar la nulidad de los actos siguientes:

“ a) La determinación del crédito fiscal número ********* de fecha *********, mismo que fue notificado el pasado 23 de marzo de 2020, por la cantidad total de $*********(********* M.N.), por concepto de Impuesto Predial más accesorios correspondiente a los ejercicios fiscales ********* y *********.

b) Se reclama el acto concreto de aplicación, legalidad, constitucionalidad, vigencia, contenido y la aplicación de la normatividad del decreto número ********* del *********, por el que se fijan los Valores de Suelo Urbano y Rústico, así como de Construcción para el Ayuntamiento de San Luis Potosí para el ejercicio fiscal ********* y la reforma del ********* mediante decreto ********* por el cual se reforma el decreto *********, por cuanto hace a su naturaleza como parte integrante de la norma que se impugna.

c) Se reclama el acto concreto de aplicación, legalidad, constitucionalidad, vigencia, contenido y la aplicación de la normatividad del Decreto ********* publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado en fecha ********* que contiene los Valores de Suelo Urbano y Rústico, así como de Construcción para el Ejercicio Fiscal *********, de los municipios de Aquismón, Axtla de Terrazas, Cárdenas, Ciudad del Maíz, Ciudad Fernández, Ciudad Valles, Coxcatlán, Ébano, El Naranjo, Lagunillas, Matlapa, Rayón, San Antonio, San Ciro de Acosta, San Martín Chalchicuautla, San Vicente Tancuayalab, Santa Catarina, Soledad de Graciano Sánchez, Tamasopo, Tampamolón Corona, Tamuín, Tancanhuitz, Tanlajás, Tanquián de Escobedo, Tierra Nueva, Venado, Xilitla y San Luis Potosí, en particular  la porción normativa que corresponde a los Valores de Suelo Urbano y Rústico, así como de Construcción para el municipio de San Luis Potosí para el ejercicio fiscal *********; en particular, los valores que corresponden al Municipio de San Luis Potosí.”

(Énfasis añadido)
II.- Por acuerdo de treinta y uno de julio de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda, únicamente por lo que respecta al acto precisado en el inciso a), consistente en la determinación del crédito fiscal número ********* de *********, emitido por el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, por concepto de Impuesto Predial omitido, Actualización, Recargos y Multas, correspondiente a los ejercicios fiscales ********* y *********, en cantidad total de $*********; y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las once horas del día veintinueve de septiembre de dos mil veinte, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia del representante legal de la parte actora ni sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de la autoridad demandada, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que únicamente la parte actora formuló alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción III, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades estatales, donde se ejerce jurisdicción, mediante la determinación de un crédito fiscal.
SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folios 031 al 037 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

Suscribe la demanda el C. *********, en representación legal de la persona moral denominada *********, hoy actora.

Asimismo, tomando en cuenta que el acto impugnado se encuentra directamente dirigido a la persona moral denominada *********, a quien se le determina un crédito fiscal por concepto de Impuesto Predial omitido, actualización, accesorios y multas, correspondientes a los ejercicios ********* y *********, cuyo representante legal acredita su personalidad con la copia certificada del instrumento notarial número Veintiséis Mil Seiscientos Veintinueve, del Volumen Mil Doscientos Ochenta y Dos, del protocolo a cargo del Licenciado *********, Titular de la Notaría Pública número veintisiete con ejercicio en el Primer Distrito Judicial del Estado, misma que es visible a folios 018 al 028 de este expediente, es inconcuso que cuenta con interés jurídico y, por ende con legitimación para demandar en el presente juicio.
De igual forma, la legitimación de la parte demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. *********, en su carácter de Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, autoridad demandada en el presente juicio, acreditando el carácter con que compareció, conforme a lo establecido en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mediante la copia certificada del nombramiento que le fue expedido, mismo que obra a foja 064 del presente expediente.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a folios 03 al 016 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, hizo valer la actualización de las causales de improcedencia y sobreseimiento contenidas en los artículos 228, fracciones II y X, 229, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, manifestando sustancialmente que la pretensión de la parte actora y los conceptos de impugnación, descansan esencialmente en combatir la aplicación de los Decretos ********* de ********* y su reforma de ********* mediante decreto*********, asimismo el Decreto ********* de *********, para los años fiscales ********* y *********, respectivamente; por lo que al haber quedado demostrada la falta de competencia por parte de esta Sala Unitaria para analizar la legalidad de los mismos, es indudable que los conceptos de impugnación resultan por un lado inoperantes y por otro inatendibles, ya que no acredita ni señala un agravio particular a través del cual pueda deducirse que la emisión de la resolución identificada con el crédito fiscal ********* de *********, le produzca un agravio directo, inminente, cierto y real respecto a su esfera jurídica; sin embargo, a juicio de esta Sala Unitaria los argumentos en que la autoridad demandada sustenta las causales de improcedencia y sobreseimiento que hace valer, corresponde al análisis que se haga del fondo del asunto, por tanto los argumentos de la parte demandada resultan inatendibles en este momento procesal.
Máxime, como se señaló en el Considerando Tercero de esta resolución, tomando en cuenta que la resolución impugnada se encuentra directamente dirigida a la hoy actora *********, a quien se le determina un crédito fiscal por concepto de Impuesto Predial omitido, accesorios y multas, correspondientes a los ejercicios ********* y *********, es inconcuso que cuenta con interés jurídico en el presente juicio; de ahí lo infundado de las causales de improcedencia y sobreseimiento que hace valer la autoridad demandada.
En ese tenor, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- En virtud de que la competencia de las autoridades para emitir los actos de autoridad es de orden público y estudio preferente, se procede al análisis del Cuarto concepto de impugnación de la demanda, en el que la actora arguye sustancialmente que el acto a debate, es ilegal, toda vez que la autoridad demandada incumplió con su obligación de fundar y motivar su competencia material, territorial y de grado, contraviniendo lo dispuesto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal.

Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda, sostiene la legalidad y validez de la resolución impugnada.

Una vez analizados los argumentos de las partes, esta Primera Sala Unitaria considera que el concepto de impugnación en estudio es infundado, para provocar la nulidad de la resolución impugnada, de conformidad con lo siguiente:

La garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios, siendo por tanto un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, en tanto ésta sólo puede hacer lo que la ley le permite.

En ese sentido, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como la Segunda Sala del Alto Tribunal se han pronunciado sentando las Jurisprudencias P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, Octava Época, página 12; y 2a./J. 115/2005, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, septiembre de 2005, página 310, respectivamente, bajo la voz: 

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.”
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”
En el expediente del presente juicio, obra la resolución determinante del crédito fiscal número ********* de *********, emitida por el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, quien para fundar su competencia citó como fundamentos, entre otros, los artículos, 81, fracciones III, V, VII y XIV de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; 121, 122 y 123, fracciones VI, VII, VIII, XI y XXVI del Reglamento Interno del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; 18, 47, fracción II, inciso b), 50 y 67 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí; 8° y 12 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí; los cuales establecen lo siguiente:

LEY ORGÁNICA DEL MUNICIPIO LIBRE DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. 

“ARTICULO 81. Son facultades y obligaciones del Tesorero:

…

III. Determinar, liquidar y recaudar los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos que correspondan al Municipio conforme a la respectiva ley de ingresos municipal y demás leyes fiscales; así como administrar las participaciones y transferencias en contribuciones federales y estatales;

…

V. Vigilar el cumplimiento de la leyes, reglamentos y demás disposiciones de carácter fiscal;

…
VII. Ejercer la facultad para hacer efectivo el pago de las contribuciones cuyo cobro le corresponda al municipio;

…

XIV. Las demás que le señalen las leyes y reglamentos municipales.”
REGLAMENTO INTERNO DEL MUNICIPIO LIBRE DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. 

“Artículo 121.- La Tesorería Municipal es el órgano ordinario de recaudación de los ingresos municipales. Asimismo, realizará las erogaciones que deba hacer el Ayuntamiento, con las excepciones que señale la Ley.”

“Artículo 122.- La Tesorería Municipal estará a cargo de un Tesorero Municipal, que será designado por el Ayuntamiento a propuesta del Presidente Municipal.

“Artículo 123.- El Tesorero tendrá las siguientes facultades, sin perjuicio de las que le señala la Ley Orgánica.

…

VI.- Recaudar y controlar los ingresos del Gobierno Municipal, satisfaciendo al mismo tiempo las obligaciones del fisco, pudiendo actuar a través de sus dependencias o auxiliado por otras autoridades.

VII.- Verificar, por sí mismo o por medio de sus subalternos, la recaudación de las contribuciones municipales de acuerdo con las disposiciones generales.

…

VIII.- Cuidar de la puntualidad de los cobros, de la exactitud de las liquidaciones, de la prontitud en el despacho de los asuntos de su competencia, y del bueno orden y debida comprobación de las cuentas de ingresos y egresos.

…

XI.- Activar el cobro de las contribuciones con la debida eficacia; cuidando que los recargos no aumenten.

…

XXVI.- Las demás que le señalen las leyes y reglamentos aplicables.”
CÓDIGO FISCAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

“ARTICULO 18.- Es crédito fiscal, la determinación que haga en su favor la autoridad fiscal de contribuciones y/o accesorios a cargo de un contribuyente o responsable solidario. Cuando las leyes así lo señalen, podrá darse el carácter de crédito fiscal a otros adeudos de particulares en favor del Estado o municipios, únicamente para efectos de la aplicación del procedimiento administrativo de ejecución.”
“ARTICULO 47.- Son autoridades fiscales:

…

II. Municipales:

…

b) Los tesoreros municipales;

(…)”
“ARTICULO 50.- La administración y la recaudación de los impuestos y demás ingresos propios del Estado y de los municipios, estarán a cargo de las autoridades fiscales de los mismos, con excepción de los casos en que se encomiende expresamente la recaudación de los ingresos a otros organismos o a instituciones de crédito y establecimientos comerciales.”
“ARTICULO 67.- Las autoridades fiscales, podrán determinar los créditos fiscales a cargo de los contribuyentes, cuando éstos no hayan cumplido con su obligación o cuando por ley les corresponda hacer esta determinación.
(…)”

LEY DE HACIENDA PARA LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

“ARTICULO 8°. La recaudación de los ingresos municipales, así como las facultades de revisión, fiscalización, determinación y cobro de las contribuciones, se hará por conducto de las tesorerías municipales.

(…)”
“ARTICULO 12. Las contribuciones municipales podrán dar lugar a su actualización y a la generación de accesorios: recargos, sanciones, gastos de ejecución e indemnización por pago con cheque sin fondos, en términos del Código Fiscal del Estado.”
(Énfasis añadido)

Conforme a los preceptos transcritos, se desprende que el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, está facultado, entre otras cosas, para determinar, liquidar y recaudar  los impuestos y demás ingresos propios que correspondan al Municipio; así como para recaudar y controlar los ingresos del Gobierno Municipal; verificar la recaudación de las contribuciones municipales; y cuidar de la puntualidad de los cobros y la exactitud de las liquidaciones; asimismo, como para ejercer la facultad para hacer efectivo el pago de las contribuciones cuyo cobro le corresponda al Municipio.
Aunado a que expresamente se establece, que son autoridades fiscales, entre otras, los tesoreros municipales, quienes estarán a cargo de la administración y la recaudación de los impuestos y demás ingresos propios de los municipios, y quienes podrán determinar créditos fiscales a cargo de los contribuyentes, cuanto éstos no hayan cumplido con su obligación; asimismo, la recaudación de los ingresos municipales, así como las facultades, entre otras, de determinación y cobro de las contribuciones, se hará por conducto de las tesorerías municipales; y las contribuciones municipales podrán dar lugar a su actualización y a la generación de accesorios, como son los recargos, sanciones, gastos de ejecución e indemnización en términos del Código Fiscal del Estado.
Cabe precisar, que en la especie contrario a lo argüido por la parte actora, no se actualiza competencia por razón de grado, ya que de conformidad con los preceptos antes transcritos, en otros, los artículos 121 “La Tesorería Municipal es el órgano ordinario de recaudación de los ingresos municipales.” y 122 “La Tesorería Municipal estará a cargo de un Tesorero Municipal”, del Reglamento Interno del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, así como del diverso 8° “La recaudación de los ingresos municipales, así como las facultades de revisión, fiscalización, determinación y cobro de las contribuciones, se hará por conducto de las tesorerías municipales.” de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí”, se colige que por antonomasia y como autoridad de mayor jerarquía al efecto, es el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, quien ejercerá las atribuciones anteriormente citadas, sin que dependa jerárquicamente de otra autoridad para ejercer las mismas.

Con base en los elementos anteriores, esta Primera Sala Unitaria crea convicción de que el citado acto cumple con el requisito de la debida fundamentación de la competencia de la autoridad previsto por el artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que para fundar la competencia del funcionario emisor del acto impugnado en cuestión, se citaron los artículos 81, fracciones III y VII de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; 121, 122 y 123, fracciones VI, VII, VIII y XI del Reglamento Interno del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; 18, 47, fracción II, inciso b), 50 y 67 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí; 8° y 12 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, conforme a los cuales, se advierte que el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, tiene la facultad para determinar, liquidar y recaudar los impuestos y demás ingresos propios que correspondan al Municipio; asimismo, para determinar créditos fiscales a cargo de los contribuyentes, cuanto éstos no hayan cumplido con su obligación, tal como lo es, el pago Impuesto Predial que nos ocupa y sus accesorios; y donde además se desprende, que dicha Tesorería Municipal al ser el órgano ordinario de recaudación de los ingresos municipales, ejercerá tal atribución en todo el territorio del Municipio de San Luis Potosí.

En efecto, a consideración de esta Sala Juzgadora el acto cuestionado, se encuentra debidamente fundado y motivado en cuanto a la competencia del Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, toda vez que en dicho acto determinó un crédito fiscal por concepto de Impuesto Predial omitido y accesorios legales, al considerar que la hoy actora no cumplió con la obligación de enterar dicho tributo, facultad que como se dilucidó en párrafos precedentes, se encuentra establecida en los preceptos legales que citó para tal efecto.
En esa tesitura, debe sostenerse que la resolución impugnada determinante del crédito fiscal número ********* de *********, se encuentra debidamente fundada y motivada en cuanto a la competencia del Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en concordancia a lo establecido en el artículo 16 Constitucional y en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; de ahí lo infundado del concepto de impugnación en estudio.
SÉPTIMO.- En los conceptos de impugnación Primero y Segundo del escrito de demanda, que se estudian en conjunto por la relación que guardan entre sí, la parte actora sustancialmente arguye que las “Tablas de Valores Unitarios de suelo y construcción” combatidas, son ilegales, toda vez que transgrede lo dispuesto en los artículos 1°, 14, 16 y 31, fracción IV de la Constitución Federal, pues se emitieron en contravención a las disposiciones legales aplicables para la elaboración de las mismas, en consecuencia, el valor catastral determinado por la autoridad con base en dichas tablas de valores unitarios es indebida.
Lo anterior, pues niega lisa y llanamente la existencia de las “normas técnicas y los lineamientos de valuación”, que debió expedir el Instituto Registral y Catastral del Estado, así como que estén publicadas en el Periódico Oficial del Estado, de conformidad, entre otros, con lo dispuesto en los artículos 78, 112, 113 y 121 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Asimismo, niega lisa y llanamente que para la elaboración de las “Tablas de Valores Unitarios de suelo y construcción”, se hayan tomado como base las referidas normas técnicas y los lineamientos de valuación de bienes inmuebles que debieron ser expedidas por el Instituto Registral y Catastral y publicadas en el Periódico Oficial del Estado, no obstante, así lo dispone el último párrafo del artículo 65 del Reglamento del Catastro del Municipio de San Luis Potosí.

De igual manera, niega lisa y llanamente la existencia y publicación del “Manual de Valuación”, que en términos de lo dispuesto en los artículos 66 y 67 del Reglamento del Catastro del Municipio de San Luis Potosí, debía expedir el Instituto Registral y Catastral, mismos que debían servir para la elaboración de los multicitados valores unitarios, así como para establecer la mecánica de cálculo en la elaboración de los avalúos y valores catastrales.

En ese sentido, afirma la impetrante que las disposiciones que establecen la base para la elaboración de los avalúos catastrales, y que sirven para determinar la base gravable de los impuestos inmobiliarios, no han sido emitidos por las autoridades correspondientes, motivo por el cual, al haber sido emitidas las tablas de valores unitarios de suelo y construcción en comento, sin lineamientos técnicos expedidos y publicados por el Instituto Registral y Catastral, las mismas son ilegales, pues no tienen sustento técnico jurídico como lo ordena la ley de la materia.

De igual manera, sostiene la demandante que el Poder Legislativo al aprobar lineamientos y proyectos que van en contravención a las disposiciones aplicables, también aprobó un ordenamiento que va contra el orden constitucional.
Consecuentemente, aduce la enjuiciante que al ser las tablas de valores unitarios, ilegales, por haber sido emitidas en contravención a su propia legislación y regulación, es claro entonces que la determinación de la base gravable del Impuesto Predial, que descansa sobre el valor que le dan las autoridades catastrales a los inmuebles de la demarcación municipal, es un fruto de actos viciados de origen, ya que al ser uno de los elementos del tributo “inconstitucional”, provoca que el acto de aplicación sea declarado ilegal. Por lo que está frente a un acto “inconstitucional”, toda vez que la base gravable del tributo, descansa sobre una disposición que fue emitida en contravención a las disposiciones legales que regulan su procedimiento interno, lineamientos técnicos, normas específicas y reglas a cumplir para su debida elaboración.
En añadidura, sostiene la actora que las Tablas de Valores Unitarios reclamadas, violentan de manera directa el principio de seguridad jurídica en materia tributaria, ya que existe un incremento desmedido en los valores de suelo establecidos entre los años 2016 al 2018, pues existe un incremento de más del cien por ciento sobre el valor catastral entre dichos ejercicios.
En el Segundo concepto de impugnación, la parte actora alude la violación a los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracciones II, III, IV V y VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues, reitera, que las multicitadas Tablas de Valores Unitarios, son ilegales, toda vez que se emitieron en contravención a las disposiciones legales aplicables para la elaboración de las mismas, tal como manifestó en el Primer concepto de anulación, en consecuencia, deviene ilegal el valor catastral determinado por la autoridad demandada en el crédito fiscal impugnado.
Pues sostiene que la determinación del valor catastral, que es la base gravable del impuesto determinado, al no haber sido elaborado con los lineamientos técnicos, normas técnicas y manual de valuación que debieron expedir y publicar las autoridades catastrales y registrales, el crédito fiscal presenta una ausencia de fundamentación y motivación en cuanto a la base gravable y mecánica de cálculo del mismo, por lo que es ilegal. 

En adición, la impetrante sostiene que es ilegal la valuación catastral del inmueble objeto de la determinación del crédito fiscal que impugna, toda vez que el documento que lo contiene carece de fundamentación y motivación, tanto en “forma, mecánica de cálculo y lineamientos técnicos de valuación para determinar el valor catastral del inmueble”, que alude es la base para la determinación del tributo que integra el citado crédito, máxime, la resolución no establece la metodología y forma en que se realizó.

En ese tenor, sostiene la demandante que el “monto” que se desprende del crédito fiscal, es ilegal, ya que no se justifica, fundamenta ni motiva lo ahí asentado, mucho menos las formulas empleadas, metodología o mecánica de cálculo para determinar el mismo.
Por lo que concluye, que ante la ausencia de fundamentación y motivación del crédito fiscal, en cuanto a sus “…facultades, motivación, formula, metodología, mecánica de cálculo y elaboración…”, conforme a las normas técnicas, lineamientos y manual de valuación debidamente expedidos y publicados, es que el acto impugnado afecta su esfera jurídica.
Por otra parte, en el concepto de impugnación Tercero del escrito de demanda, la actora arguye que el crédito fiscal impugnado contiene una deficiente motivación y fundamentación, por lo que , transgrede lo dispuesto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracciones II, III, IV V y VI del Código Procesal Administrativo para el Estado, ya que la autoridad demandada “…no funda y motiva a cabalidad los elementos del tributo que sirven para realizar la determinación líquida del crédito fiscal impugnado”.
Lo anterior señala la impetrante, porque la autoridad demandada en el oficio liquidatorio: 

“1. No cita el fundamento legal ni el apartado específico de las Tablas de Valores Unitarios que son utilizados para determinar el valor catastral del inmueble.

2. No especifica el valor utilizado para cada ejercicio determinado.

3. No funda ni motiva la mecánica de cálculo utilizada para determinar la base gravable del tributo.

4. No funda ni motiva la extensión territorial del inmueble, para efecto de determinar el valor catastral del inmueble.

5. No especifica de manera fundada y motivada, la forma en que determina el valor catastral del inmueble.

6. No invoca en ningún apartado del documento, la parte especifica de la norma correspondiente, donde venga señalado el valor por metro cuadrado para poder determinar el valor catastral real del inmueble”
En ese tenor, sostiene la actora que la autoridad demandada no hace ningún señalamiento del origen de la determinación, limitándose a estampar una cantidad como valor catastral, sin que motive y funde debidamente la determinación que le llevó a considerar cómo llegó a esa cantidad.
Asimismo alude la enjuiciante, que las contribuciones “…tienen 4 elementos, objeto, sujeto, base gravable y tasa o tarifa, si bien en los oficios liquidatorios(sic) la autoridad señala deficientemente tres de estos, omite precisar de forma clara e individualizada la base gravable que sirvió para aplicar la tasa o tarifa y dar como resultado el impuesto a cargo”, por lo que nos encontramos ante la imposición de una contribución cuya base gravable no fue calculada en momento alguno y por ende, tampoco se justificó la aplicación de una tasa o tarifa a dicha base gravable para obtener como resultado el impuesto de mérito.
Por tanto, señala la demandante que la autoridad demandada en el documento determinante, hace una somera manifestación sobre un valor catastral, pero no especifica la forma en que llegó el valor en sí mismo, pues ni si quiera invoca las tablas de valores utilizadas, por lo tanto, tampoco cita la porción normativa específica de esas tablas de valores, donde conste el valor por zona y metros cuadrados para poder determinar en primer término, la verdadera base gravable del tributo.
Concluye la enjuiciante, que no consta en parte alguna del documento determinante “…información, forma, oficios o algún indicio que manifieste la autoridad sobre cómo determina que efectivamente…”, está obligada al pago del tributo en cuestión, no obstante debe fundamentar cómo acreditó que efectivamente tiene la obligación de pago del referido tributo, por ende, la autoridad se limita a notificar un oficio liquidatorio, sin que cumpla con el requisito de legalidad que dote de certeza jurídica respecto a la obligación de pago del crédito fiscal determinado.
Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda, sostiene la legalidad y validez de la resolución impugnada.

Una vez analizados los argumentos de las partes, esta Primera Sala Unitaria considera que los conceptos de impugnación en estudio, por una parte son inoperantes y por otra son parcialmente fundados, pero suficiente para provocar la nulidad de la resolución impugnada, de conformidad con lo siguiente:

En primer término, se debe de precisar que en el acuerdo de admisión de demanda se tuvo como acto impugnado, únicamente la resolución determinante del crédito fiscal número ********* de *********, por concepto de Impuesto Predial omitido, Actualización, Recargos y Multas correspondiente a los ejercicios fiscales ********* y *********, en cantidad total de $*********, el cual, como ya se dijo, se localiza a folios 031 al 037 del presente sumario, sin que dicho proveído hubiese sido recurrido por alguna de las partes; de ahí que el mismo haya quedado firme en el presente juicio, por lo que la materia de litis quedó circunscrita, sólo a dicho acto de autoridad.

Ahora bien, en cuanto a los argumentos de la actora en el sentido de que resultan ilegales las “Tablas de Valores Unitarios de suelo y construcción”, que se contienen en los Decretos números ********* y *********, publicados en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el ********* y *********, respectivamente, toda vez que no existen las “normas técnicas y los lineamientos de valuación”, así como el “Manual de Valuación”, que debían servir para la elaboración de dicho valores unitarios, mismas debieron ser expedidas por el Instituto Registral y Catastral del Estado y publicadas en el Periódico Oficial del Estado.
Asimismo, que partiendo del hecho de que las tablas de valores unitarios, son ilegales, ya que existe un incremento desmedido en los valores de suelo establecidos entre los años ********* al *********, así como por haber sido emitidas en contravención a su propia legislación y regulación, en tanto que no existen las “normas técnicas y los lineamientos de valuación”, así como el “Manual de Valuación” que legalmente sirven para la elaboración de dichos valores; es claro entonces que la determinación de la base gravable del Impuesto Predial, que descansa sobre el valor que le dan las autoridades catastrales a los inmuebles de la demarcación municipal, éste último determinado con base en las referidas tablas de valores unitarios, es un fruto de actos viciados de origen, por lo que al ser uno de los elementos del tributo “inconstitucional”, provoca que el acto de aplicación sea declarado ilegal, es decir, la resolución determinante del crédito fiscal impugnado.
Aunado a que el Poder Legislativo al aprobar lineamientos y proyectos que van en contravención a las disposiciones aplicables, también ratificó un ordenamiento que va contra el orden constitucional; argumentos que a consideración de esta Primera Sala Unitaria son inoperantes.

Lo anterior es así, ya que los argumentos de la actora son encaminados a combatir el proceso de elaboración y aprobación de los valores unitarios de suelo y construcción para los ejercicios fiscales ********* y *********, contenidos en los Decretos números ********* y *********, publicados en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el ********* y *********, respectivamente; sin embargo, mediante el proveído de treinta y uno de julio de dos mil veinte, se determinó que este Órgano Jurisdiccional carece de competencia para conocer respecto de la legalidad, constitucionalidad, vigencia, contenido y la aplicación de los citados Decretos, en virtud de que la naturaleza jurídica de lo decretado constituye un acto de naturaleza legislativa, en tanto que se hace constar de manera expresa que es el Congreso del Estado quien ha decretado lo que se publicó, esto es, que fue la Sexagésima Segunda Legislatura del Estado la emisora de los referidos actos que pretendió impugnar la impetrante, por lo que no es susceptible de combatirse a través del procedimiento contencioso administrativo, ya que si bien este Tribunal cuenta con atribuciones para conocer de la impugnación de normas administrativas de carácter general, no la tiene para conocer de actos formal y materialmente legislativos, como en la especie acontece.
Razón por la cual, se desechó la demanda por lo que hace a los actos identificados en los incisos b) y c) del apartado relativo a los actos impugnados del escrito de demanda, consistentes en los multicitados Decretos, por actualizarse un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, sin que el proveído de mérito, se reitera, haya sido recurrido por las partes, por lo que quedó firme tal determinación; de ahí que los argumentos de la actora encaminados a controvertir dichos actos formal y materialmente legislativos devienen inoperantes, ya que con los mismos pretende se declare la invalidez de actos cuyo trámite no fue admitido a juicio y por tanto, no son materia de litis, por ende, también son ineficaces los diversos argumentos para desvirtuar la presunción de legalidad de la resolución determinante del crédito fiscal, con base en la invalidez manifestada de lo decretado en dichos actos formal y materialmente legislativos, pues, se reitera, esta Juzgadora no cuenta con competencia para conocer de la legalidad, constitucionalidad, vigencia, contenido y la aplicación de los citados Decretos, sólo para verificar, en su caso, la ausencia, insuficiencia e indebida fundamentación en el acto de autoridad con relación a los mismos.
En ese tenor, se dice que son ineficaces los argumentos de la actora en el sentido de que resulta ilegal la valuación catastral del inmueble objeto de la determinación del crédito fiscal que se impugna, al no haber sido emitida con sustento en los multicitados lineamientos técnicos, normas técnicas y manual de valuación que debieron expedir y publicar las autoridades catastrales y registrales correspondientes y, consecuentemente el crédito fiscal carece de fundamentación y motivación en ese sentido; lo anterior, pues si bien dichos lineamientos, normas y manual de valuación en comento, como sostiene la impetrante, en su caso, debieron ser considerados para la elaboración de los proyectos relativos a los valores unitarios de suelo urbano y rústico, así como de construcción para los ejercicios fiscales ********* y *********, que fueron aprobados por el Congreso del Estado y que se contienen en los Decretos números ********* y *********, publicados en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el *********y *********, respectivamente, los cuales pretendió combatir la parte actora; también cierto lo es, como se dilucidó en párrafos precedentes, dichos Decretos al no tenerse como actos impugnados en el presente juicio por no ser competencia de este Órgano Jurisdiccional, existe la imposibilidad para analizar la validez de su contenido, tal como son los multicitados valores unitarios de suelo y construcción, por lo que la ilegalidad manifestada por la actora respecto a la valuación catastral con base en dichos valores unitarios, que arguye fueron indebidamente determinados ante la ausencia de la multicitada normatividad técnica de valuación, no puede trascender a la validez del acto de aplicación, es decir, a la resolución determinante del crédito fiscal impugnado, pues, en su caso, la autoridad atendiendo al principio de legalidad, sólo tenía la obligación de sujetarse a los parámetros establecidos en dichos valores, hasta en tanto no existiera una declaración de invalidez de los mismos por parte de autoridad competente; de ahí la inoperancia de dichos argumentos.

No obstante lo anterior, como se adelantó en el preámbulo del presente Considerando, los argumentos de la actora son parcialmente fundados, a tenor de lo siguiente:
El primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Federal estatuye:

"Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento."

El citado precepto constitucional establece la garantía de legalidad, la cual determina que todo acto de autoridad debe estar fundado y motivado. La exigencia de fundar todo acto de molestia impone a las autoridades la obligación de invocar los preceptos legales aplicables al caso, es decir, aquellos que tengan previstas las facultades en las que se apoye la autoridad para emitir dicho acto. Por otra parte, la motivación implica la demostración de que las circunstancias y modalidades del caso particular encuadran dentro de la hipótesis normativa que justifica la emisión de aquél. Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó la jurisprudencia con número de registro 238212, visible en la página 143 del tomo 97-102, Tercera Parte, del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, que dice:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

De tal suerte, la exposición de las circunstancias especiales o causas inmediatas que se hayan tenido en cuenta para la emisión del acto de molestia garantizan que el afectado pueda conocer plenamente las razones en las que aquél se funda el acto de autoridad, de manera que se encuentre en condiciones de defenderse adecuadamente.

La obligación constitucional de fundar y motivar los actos de molestia se reitera a nivel legal en el artículo 46, fracción IV del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que dice:
“ARTICULO 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas:
…

IV. Estar fundado y motivado;

(…)”
Ahora bien, los artículos 16, 17, 19 y 20 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, en lo que interesa, disponen:
“TITULO SEGUNDO

DE LOS IMPUESTOS

CAPITULO I 

DEL IMPUESTO PREDIAL

ARTICULO 16. Es objeto de este impuesto: 

I. La propiedad o posesión de predios urbanos, suburbanos y rústicos que comprenden: 

a). La tierra, y 

b). Las construcciones y mejoras sobre ella existentes; 

(…)”
“ARTICULO 17. Son sujetos de este impuesto los propietarios o poseedores de bienes inmuebles ubicados dentro de la jurisdicción de los municipios del Estado, independientemente del nombre que se les dé o carácter con que actúen; además, serán también sujetos del impuesto:
(…)”
“ARTICULO 19. El impuesto se causará sobre el valor catastral del inmueble determinado de acuerdo a lo establecido en la Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí; y la tasa del impuesto será la que se determine anualmente en la Ley de Ingresos de cada Municipio para cada tipo de predio, a saber:

(…)”
“ARTICULO 20. El impuesto predial será anual y su pago deberá hacerse por bimestres adelantados, dentro de los primeros quince días de cada bimestre, en el lugar que al efecto señalen las autoridades fiscales. El impuesto anual nunca será inferior al equivalente a cuatro salarios mínimos diarios de la zona económica en que se ubiquen los municipios; el pago deberá hacerse en una sola exhibición dentro de los tres primeros meses del año.

(…)”
De las disposiciones legales transcritas, se aprecia que el Impuesto Predial tiene, entre otros, por objeto la propiedad o posesión de predios urbanos, suburbanos y rústicos que comprenden tanto la tierra, como las construcciones y mejoras sobre ella existentes, y como sujeto de dicho impuesto, a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles ubicados dentro de la jurisdicción de los municipios del Estado, independientemente del nombre que se les dé o carácter con que actúen.

Asimismo, que la referida contribución se causará sobre el valor catastral del inmueble determinado de acuerdo a lo establecido en la Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí (Base gravable); y la tasa del impuesto será la que se determine anualmente en la Ley de Ingresos de cada Municipio para cada tipo de predio. Y con relación a la época de pago, se establece que será anual y su pago deberá hacerse por bimestres adelantados, dentro de los primeros quince días de cada bimestre o en su defecto, en una sola exhibición dentro de los tres primeros meses del año.

De las propias disposiciones se aprecia la forma en la que debe calcularse la referida contribución, que consiste en aplicar al valor catastral del inmueble determinado de acuerdo a lo establecido en la Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí (Base gravable), la tasa que se determine anualmente en la Ley de Ingresos de cada Municipio para cada tipo de predio.
Como se ve, la tasa correspondiente se aplica sobre el valor catastral del inmueble determinado de acuerdo a lo establecido en la Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí. Al respecto, los artículos 6, fracción XX, 51, 52, 53 y 58, fracción I de la citada Ley, en lo que interesa, estatuyen:
“ARTICULO 6º. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:

…

XX. VALOR CATASTRAL: Es el resultado de la suma del valor unitario de suelo más el valor unitario de construcción, que es asignado a cada uno de los bienes inmuebles ubicados en el territorio de los municipios del Estado, de acuerdo con los procedimientos a que se refiere esta Ley;

(…)”

De la Valuación y Reevaluación 

ARTICULO 51. La Dirección de Catastro Municipal asignará el valor catastral de cada uno de los bienes inmuebles de acuerdo con la presente Ley, y las normas técnicas y administrativas aplicables, emitiendo una resolución de valor. El valor catastral que asigne la autoridad catastral municipal a cada bien inmueble, será la base para la determinación de todas las contribuciones inmobiliarias.

ARTICULO 52. Para determinar el valor catastral de cada uno de los bienes inmuebles, se aplicarán los valores unitarios de suelo y de construcción aprobados por el Congreso del Estado, de acuerdo con el sector catastral, zona o área homogénea en que se encuentren situados y con la clasificación de construcción que les corresponda, aplicando los incrementos y deméritos de las características predominantes, correspondientes a la antigüedad y estado de conservación, entre otros. En el caso de inmuebles con o sin construcciones, situados en sectores catastrales para los que no se hayan fijado valores unitarios se estará a lo dispuesto en el artículo 27 de esta Ley. 

ARTICULO 53. El valor catastral que se determine para cada inmueble será el que se obtenga de la suma de los valores del terreno y de la construcción, y tendrá vigencia durante dos años.”

“ARTICULO 58. La revaluación de inmuebles se llevará a cabo en los casos siguientes: 

I. Cuando venza la vigencia del valor catastral;

(…)”
De las disposiciones trasuntas, se advierte que el valor catastral, es el resultado de la suma del valor unitario de suelo más el valor unitario de construcción, que es asignado a cada uno de los bienes inmuebles ubicados en el territorio de los municipios del Estado, el cual tendrá vigencia durante dos años, y cuando venza su vigencia, se procederá a la revaluación catastral del inmueble.
Asimismo, que la Dirección de Catastro Municipal asignará el valor catastral de cada uno de los bienes inmuebles de acuerdo con la citada Ley, las normas técnicas y administrativas aplicables, emitiendo una resolución de valor; y para determinar el referido valor catastral de cada uno de los bienes inmuebles, se aplicarán los valores unitarios de suelo y de construcción aprobados por el Congreso del Estado, de acuerdo con el sector catastral, zona o área homogénea en que se encuentren situados y con la clasificación de construcción que les corresponda.

De igual manera, se estatuye que el multicitado valor catastral que asigne la autoridad catastral a cada bien inmueble, será la base para la determinación de todas las contribuciones inmobiliarias, tal como lo es, el Impuesto Predial que nos ocupa.

De lo hasta aquí expuesto, se aprecia que el procedimiento conforme al cual debe calcularse el Impuesto Predial está claramente establecido en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, en relación con la Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí y la Ley de Ingresos de cada Municipio para cada tipo de predio. Esto determina, por una parte, que la autoridad fiscal al emitir una liquidación, necesariamente debe ajustarse al referido procedimiento para cuantificarlo y, por otra parte, que el gobernado tiene conocimiento cierto de la mecánica que debe seguirse para hacer la referida cuantificación.

La mecánica para calcular el Impuesto Predial establecida en el artículo 19 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, determina que se debe acudir al valor catastral del inmueble determinado de acuerdo a lo establecido en la Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí a efecto de obtener la base gravable y, además, a la Ley de Ingresos de cada Municipio para fijar la tasa aplicable.

Sobre el particular, debe decirse que el valor catastral del inmueble a efecto de obtener la base gravable y la tasa aplicable no constituye una facultad discrecional. Por el contrario, se trata de una facultad reglada en tanto que debe llevarse a cabo de conformidad con los lineamientos establecidos en los citados preceptos de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí y Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí. En este sentido, si la garantía de legalidad determina que todo acto de molestia debe estar fundado y motivado, es inconcuso que la liquidación emitida por la autoridad fiscal debe contener todos los datos necesarios que permitan que el afectado conozca plenamente la forma en que dicho valor catastral del inmueble fue obtenido (base gravable) y la manera en que éste se aplicó para obtener la cantidad a la que asciende la contribución omitida. De esta forma el gobernado estará en aptitud de verificar si la cuantificación de éste es o no correcta y estará en condiciones de producir una adecuada defensa.

En congruencia con lo anterior, para que una liquidación se encuentre debidamente motivada en el rubro de cálculo del impuesto, basta con que la autoridad fiscal competente exponga en forma detallada el procedimiento que siguió para determinar su cuantía, lo que implica que además de especificar pormenorizadamente la forma en que llevó a cabo las operaciones aritméticas aplicables, detalle claramente las fuentes de las que derivaron los datos necesarios para realizar tales operaciones, esto es, el valor catastral del inmueble del que se obtuvo la base gravable y la tasa aplicable que se hubiese aplicado, de manera que se genere certidumbre en el gobernado sobre la forma en que se obtuvo el importe correspondiente. En otras palabras, la liquidación deberá contener los datos y la descripción que sean necesarios para que el contribuyente se encuentre en aptitud de conocer fehacientemente el procedimiento aritmético que siguió la autoridad para obtener el monto de la contribución omitida correspondiente, de modo que esté en posibilidad de constatar su exactitud o inexactitud y, en su caso, pueda exponer las razones idóneas tendentes a impugnar la liquidación de que se trate.

Con lo anterior quedaría satisfecha la garantía de legalidad, sin que sea necesario, además, que en la liquidación se hagan las operaciones aritméticas correspondientes, pues como lo ha definido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Jurisprudencia 2a./J. 52/2011, que enseguida se cita, aquéllas podrían elaborarse por el propio afectado en la medida en que en el cuerpo del acto de molestia (liquidación) se contendría la descripción pormenorizada del procedimiento matemático que se siguió, pues la falta de necesidad de desarrollar las operaciones aritméticas se robustece si se considera que éstas no aportarían mayor motivación a la liquidación, en tanto que lo único que añadirían sería una representación gráfica matemática de lo previamente descrito. Tesis de jurisprudencia en comento del tenor siguiente:
Época: Novena 

Registro: 162301 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXXIII, Abril de 2011 

Materia(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 2a./J. 52/2011 

Página: 553 

“RESOLUCIÓN DETERMINANTE DE UN CRÉDITO FISCAL. REQUISITOS QUE DEBE CONTENER PARA CUMPLIR CON LA GARANTÍA DE LEGALIDAD EN RELACIÓN CON LOS RECARGOS. Para que una liquidación, en el rubro de recargos, cumpla con la citada garantía, contenida en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, basta con que la autoridad fiscal invoque los preceptos legales aplicables y exponga detalladamente el procedimiento que siguió para determinar su cuantía, lo que implica que, además de pormenorizar la forma en que llevó a cabo las operaciones aritméticas aplicables, detalle claramente las fuentes de las que obtuvo los datos necesarios para realizar tales operaciones, esto es, la fecha de los Diarios Oficiales de la Federación y la Ley de Ingresos de la Federación de los que se obtuvieron los índices nacionales de precios al consumidor, así como la tasa de recargos que hubiese aplicado, a fin de que el contribuyente pueda conocer el procedimiento aritmético que siguió la autoridad para obtener el monto de recargos, de modo que constate su exactitud o inexactitud, sin que sea necesario que la autoridad desarrolle las operaciones aritméticas correspondientes, pues éstas podrá elaborarlas el propio afectado en la medida en que dispondrá del procedimiento matemático seguido para su cálculo.

Contradicción de tesis 418/2010. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el entonces Segundo Tribunal Colegiado del referido circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 23 de febrero de 2011. Cinco votos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Francisco Gorka Migoni Goslinga.

Tesis de jurisprudencia 52/2011. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del dos de marzo de dos mil once.

Ahora bien, la resolución impugnada determinante del crédito fiscal número *********, en lo que interesa, establece lo siguiente:

“CALCULO DEL IMPUESTO PREDIAL OMITIDO
El cobro del impuesto predial se encuentra previsto en los artículos 1, 2, 3, 4, 8, 16, 17, 19, 20 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí; el Impuesto Predial se calculará aplicando la tasa que corresponda de acuerdo al tipo de predio conforme lo clasifica el artículo 6 inciso a) punto 2 de la Ley de Ingresos para el Municipio de San Luis Potosí, para los ejercicios fiscales en este caso es el siguiente:
	Clave catastral
	*********

	Uso de suelo
	*********


	Ejercicios

Fiscales
	Tasas

Aplicable
	Fundamento

	*********
	1.25% al millar anual
	Artículo 6° Fracción I, inciso a), numeral 2 Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí para el Ejercicio Fiscal del año 2018

	*********
	1.25% al millar anual
	Artículo 6° Fracción I, inciso a), numeral 2 Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí para el Ejercicio Fiscal del año 2019


Sobre la base gravable que se integra a través de los valores unitarios de suelo y construcción en términos de lo dispuesto por los artículos 4 fracción XXXVI, 85, 86, 87, 88, 91, 92, 93, 112 y 113 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, señala la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí. En los preceptos invocados se advierte, que el impuesto predial está previsto en la Ley de Hacienda mencionada, en la cual se establece que su base  es el valor catastral del inmueble determinado de acuerdo a lo establecido en la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y su tasa es la que determine anualmente la Ley de Ingresos de cada Municipio por cada tipo de predio, esto es, para urbanos y suburbanos de uso habitacional, destinados a comercio o servicios, destinados a uso industrial, así como los rústicos.
	Ejercicio
	Valor de Terreno
	Valor de Construcción
	Valor catastral (Base gravable)

	*********, *********
	$*********
	0
	$*********


Las facultades en materia de catastro para los ayuntamientos se disponen en los artículo 78, 79, 80, 84, 85, 86, 87, 88, 89, 91, 92, 93 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado de San Luis Potosí; para determinar la cantidad a pagar por concepto de impuesto predial, se multiplica la base gravable por la tasa establecida en la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí, aplicable por cada ejercicio fiscal omitido. De conformidad con el artículo 20 de la Ley de Hacienda para los municipios del Estado de San Luis Potosí, el pago del impuesto predial es anual y debe hacerse por bimestres adelantados, dentro de los primeros quince días de cada bimestre, o bien, en una sola exhibición dentro de los tres primeros meses del año; por lo que el pago fuera de los plazos establecidos se entenderá como extemporáneo, lo que dará lugar a su actualización y a la generación de accesorios consistentes en recargos, sanciones, y gastos de ejecución, en términos del artículo 10 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
X= Valor catastral (Base Gravable)
R= X(valor catastral) * 1.25 (tasa aplicable)

1000 (al millar)
	Ejercicio Fiscal
	Valor catastral (Base gravable)
	(X por)
Tasa 

Aplicable

%
	(+ entre 1000) Al millar anual
	Impuesto Predial

	*********
	$*********
	1.25
	1000
	$*********

	*********
	$*********
	1.25
	1000
	$*********

	TOTAL
	$*********
	
	
	$*********


(...)” 
(Énfasis añadido)

De tal suerte, como sostiene la parte actora, la autoridad demandada en el citado acto de molestia “…no funda y motiva a cabalidad los elementos del tributo que sirven para realizar la determinación líquida del crédito fiscal impugnado”, pues si bien, contrario a lo que arguye la impetrante, el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí sí establece la “…mecánica de cálculo (…) metodología y forma…”, que sirvió para determinar el impuesto predial de mérito, también cierto lo es, que “…omite precisar de forma clara e individualizada la base gravable que sirvió para aplicar la tasa o tarifa y dar como resultado el impuesto a cargo”, como también alude la enjuiciante.
Lo anterior es así, ya que como arguye la impetrante en el acto de molestia que combate, la autoridad demandada realiza una somera manifestación respecto al valor catastral, que constituye la base gravable del Impuesto Predial que nos ocupa, pero no especifica la forma en que obtuvo el valor en sí mismo, ya que ni siquiera invoca las tablas de valores unitarios utilizadas, ni cita la porción normativa que las contienen, menos aún se deprende la existencia de alguna resolución de valor, en términos de lo dispuesto en el artículo 51 de la Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, por tanto, incluso como alude la demandante, no existe justificación para las tasas aplicadas, pues, se reitera, en tratándose de las resoluciones que fincan créditos fiscales, el requisito de fundamentación implica señalar los preceptos legales sustantivos que fundan el fincamiento del crédito, y el diverso de motivación, consistente en señalar los supuestos de hecho que coincidan la aplicación de aquellos preceptos; de ahí que sea fundado el motivo de inconformidad de la impetrante en estudio, ya que al no encontrarse fundado y motivado uno de los elementos esenciales de dicho tributo (Base gravable), es concluyente que la determinación crediticia efectuada por la autoridad demandada, se torna en ilegal.
Sirve de apoyo a lo anterior, en la parte conducente, la tesis cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Octava 

Registro: 222527 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo VII, Junio de 1991 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 

Página: 279 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LAS RESOLUCIONES QUE FINCAN CREDITOS FISCALES, ASI COMO SU COBRO EN EL PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO. Cuando el artículo 16 constitucional exige que los actos de autoridad que causen molestia a los particulares deben estar fundados y motivados, no hace distingo alguno, por lo que debe estimarse que la garantía constitucional señalada cubre absolutamente todos esos actos de autoridad. Ahora bien, tratándose de las resoluciones que fincan créditos fiscales, es claro que fundarlas implica señalar los preceptos legales sustantivos que fundan el fincamiento del crédito, y motivarlas es señalar los supuestos de hecho que coincidan la aplicación de aquellos preceptos. Tratándose de los actos de cobro realizados en el procedimiento de ejecución, que se inician con un requerimiento de pago con apercibimiento de embargo, es claro que para que estén fundados y motivados, se requiere la cita de los preceptos adjetivos que regulan el procedimiento de ejecución, pero también la mención clara y completa de la resolución fiscal debidamente notificada que fincó el crédito con su propia motivación y fundamentación (para ello bastaría acompañar al requerimiento de pago, copia de la resolución fiscal que fincó el crédito, que hubiera sido debidamente notificada, y que esté fundada y motivada en sí misma). De lo contrario se deja al causante en estado de indefensión, ya que para que tenga plena posibilidad legal de decidir si debe pagar o impugnar el cobro, es menester que se le den todos los elementos de hecho y de derecho que funden y motiven el crédito mismo, así como su cobro en la vía de ejecución.”
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 174/91. Hierro y Perfiles, S. A. de C. V. 28 de febrero de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretario: Fernando A. Ortiz Cruz.

En efecto, pues como se dilucidó en párrafos precedentes, la autoridad demandada conforme a lo dispuesto en los artículos 51, 52, 53 y 58 de la Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, debe asignar el valor catastral de cada uno de los bienes inmuebles ubicados en el territorio del municipio, para lo cual emitirá una resolución de valor, en donde aplicará los valores unitarios de suelo y de construcción aprobados por el Congreso del Estado, de acuerdo con el sector catastral, zona o área homogénea en que se encuentren situados y con la clasificación de construcción que les corresponda, aplicando los incrementos y deméritos de las características predominantes, correspondientes a la antigüedad y estado de conservación, entre otros; aunado a que dicho valor catastral que se determine para cada inmueble, será el que se obtenga de la suma de los valores del terreno y de la construcción, lo cual en la especie, no se advierte haya realizado la autoridad demandada en el acto de molestia.
Cuanto más, como la propia normatividad estatuye, el valor catastral que asigne la autoridad catastral a cada bien inmueble, será la base para la determinación de todas las contribuciones inmobiliarias y tendrá una vigencia de dos años, tal como lo es, para determinar el Impuesto Predial que nos ocupa; de ahí que al no encontrarse fundado y motivado uno de los elementos esenciales de dicho tributo (Base gravable), es concluyente que la determinación crediticia efectuada por la autoridad demandada, se torna en ilegal. 

Sin que pase inadvertido para esta Sala Juzgadora, que la actora también aduce en sus motivos de inconformidad, que la autoridad demandada no acreditó con documento alguno la obligación de pago del tributo que nos atañe; sin embargo, no debe perderse de vista que en la resolución liquidatoria de trato, la autoridad consignó lo siguiente:

“PROPIETARIO: *********…

UBICACIÓN DEL PREDIO: *********CLAVE CATASTRAL: *********TIPO DE SUELO: *********
…
Quien en virtud de las facultades conferidas a esta teoría(sic) del H. Ayuntamiento Constitucional del Municipio de San Luis Potosí, ante la omisión de pago del Impuesto Predial de la clave catastral *********por los ejercicios fiscales ********* y ********* cuyo tributo deberá pagarse anualmente (…); procede determinar un crédito fiscal, por concepto de impuesto Predial, con motivo del derecho de propiedad a él o (la)  contribuyente denominada ********* quien ostenta la propiedad o bien la posesión del bien inmueble ubicado en *********dentro de la circunscripción del Municipio de San Luis Potosí (…)”
(Énfasis añadido)
De cuyo contenido se desprende que se le atribuye a la hoy actora la calidad de sujeto de la contribución, como propietaria del inmueble *********, ubicado dentro de la circunscripción del Municipio de San Luis Potosí, con uso de suelo *********, al cual le corresponde la clave catastral *********; luego entonces, tal señalamiento a consideración de esta Sala Juzgadora, es suficiente para dar a conocer a la impetrante la calidad de sujeto que se le atribuye en el acto de molestia y de la cual nace la obligación de pago del tributo en cuestión, sin que además exista la obligación legal de la autoridad demandada de adjuntar o exhibir algún documento con el que acreditara dicha circunstancia, pues no existe precepto legal que así lo disponga.
Máxime la referida calidad de sujeto de la contribución que se le atribuye a la hoy actora en el acto de molestia, como propietaria del bien inmueble y clave catastral ahí señalados, no fue negada por ésta última, por lo que, en ese sentido, no logra desvirtuar la presunción de legalidad que le asiste a los actos de autoridad en términos del artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí. Aunado a que no debe soslayarse que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, el cual sirvió de fundamento en el citado acto de molestia, son sujetos del Impuesto Predial los propietarios o poseedores de bienes inmuebles ubicados dentro de la jurisdicción de los municipios del Estado, independientemente del nombre que se les dé o carácter con que actúen, lo cual, se reitera, no fue contradicho por la parte actora.
En las relatadas consideraciones, esta Sala Unitaria considera que el acto combatido, se dictó sin la debida fundamentación y motivación, lo que hace que se ubique en la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues se ha justificado que la autoridad demandada en el acto de molestia impugnado, no fundó y motivó la base gravable que sirvió para determinar el Impuesto Predial respecto al inmueble ubicado en *********, con clave catastral número *********, por los ejercicios ********* y *********, en consecuencia, de igual manera la determinación de sus accesorios y multas al tener sustento en el referido tributo omitido, son ilegales, al ser frutos de un acto viciado de origen, por lo que con fundamento en lo dispuesto por los artículos 251 del citado Código, resulta procedente declarar la Ilegalidad total de la resolución identificada con el crédito fiscal número ********* de *********, por ende, se decreta su NULIDAD LISA Y LLANA. 
En esa virtud, la nulidad por vicios formales de los créditos derivadas de la verificación del cumplimiento de obligaciones fiscales de los contribuyentes, al haberse originado con motivo del ejercicio de facultades discrecionales de la autoridad, pues no provienen de una instancia, recurso o petición del gobernado, es decir, de un trámite o procedimiento de pronunciamiento forzoso, por lo que quedan a salvo las facultades de la autoridad demandada.
Cobra aplicación al respecto el siguiente criterio emitido por los Tribunales de la Federación, que por la analogía al tema tratado se cita con el rubro
: 

"NULIDAD. ES PROCEDENTE LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO ANTE LA FALTA DE FUNDAMENTACION Y MOTIVACION RESPECTO AL ORIGEN DE LOS CREDITOS QUE CONSTITUYEN LA MATERIA DE FONDO DEL ASUNTO." 

En virtud de todo lo anterior, esta Sala Juzgadora se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes argumentos expresados por la parte actora, toda vez que cualquiera que fuese su resultado no cambiaría el sentido del presente fallo, ni obtendría un mayor beneficio al ya alcanzado con la nulidad lisa y llana del acto impugnado.

Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 228, fracción II y 229, fracción II, interpretados a contrario sensu, así como los diversos 249, 250, fracción II, 251, 252, 253 y 256, todos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Ha resultado infundada la causal de improcedencia y sobreseimiento planteada por la demandada, por lo que no se sobresee en el presente juicio.

TERCERO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

CUARTO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, consistente en la resolución determinante del crédito fiscal número ********* de *********, precisada en el Resultando II., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo.
QUINTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora, así como por oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� Registro No. 209118, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, XV-I, Febrero de 1995, Página: 235, Tesis: I.3o.A.593 A, Tesis Aislada, Materia(s):Administrativa.





